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INTRODUCCIÓN

INTRODUCCIÓN
1. En este año en que se conmemora el 20 Aniversario de la Convención de Belém do Pará, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos publica una edición actualizada de su informe sobre Estándares Jurídicos Vinculados con la Igualdad de Género y los Derechos de las Mujeres en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos. Esta sección destaca desarrollos claves en la adopción de estándares jurídicos en los ámbitos de los derechos de las mujeres y la igualdad de género entre el 2011 y el 2014.  La Comisión considera estos desarrollos una herramienta importante y un instrumento para todos los usuarios y usuarias del sistema interamericano de derechos humanos y para quienes están trabajando en favor del avance de la protección de los derechos de las mujeres.  

2. Estos desarrollos jurídicos tomaron lugar en el seno del sistema interamericano de derechos humanos mediante decisiones de fondo y admisibilidad adoptadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la CIDH o la Comisión), decisiones en casos individuales y medidas provisionales adoptadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la Corte), la publicación por la Comisión de informes temáticos y de países específicos y audiencias temáticas convocadas por la CIDH.
3. Este informe describirá el desarrollo de estos estándares jurídicos en cuatro secciones: a) asuntos pertinentes a la violencia contra las mujeres; b) estándares vinculados con la discriminación contra las mujeres en distintos escenarios; c) avances nuevos relacionados con los derechos sexuales y reproductivos, y d) las reparaciones desde una perspectiva de género.     

CAPÍTULO I
VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES

VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES
A. Decisiones de la CIDH sobre el fondo
4. Entre el 2011 y 2014, la CIDH considera pertinente destacar varias decisiones adoptadas sobre el fondo relacionadas con la violencia contra las mujeres.  Las decisiones son las siguientes: Jessica Lenahan (Gonzales) y otros, c. Estados Unidos, Paloma Angélica Escobar Ledezma y otros c. México, Claudina Isabel Velásquez Paiz c. Guatemala, Ana Teresa Yarce (Comuna 13) y otros c. Colombia y Gladys Carol Espinosa Gonzáles c. Perú.  Las decisiones de Jessica Lenahan, Paloma Ledezma y Claudina Paiz constituyen un avance jurisprudencial sobre el alcance del deber del Estado de actuar con debida diligencia.  La decisión sobre Gladys Carol Espinosa Gonzáles aborda el tema de la violencia contra las mujeres en el marco de conflictos armados.  La decisión en el caso de la Comuna 13 por su parte avanza nuevos principios relacionados con las obligaciones del Estado de respetar y garantizar los derechos de las defensoras de los derechos humanos trabajando en zonas afectadas por conflictos armados y violencia, así como el efecto del problema del desplazamiento forzado en las mujeres.   

5. Esta sección destaca los aspectos más importantes de estas decisiones sobre el fondo, siendo organizada según los temas arriba mencionados:   
El deber de actuar con diligencia debida

6. La CIDH publicó tres decisiones sobre el fondo destacando el deber de los Estados de actuar con la diligencia debida requerida en el contexto de la violencia doméstica y la violencia contra las mujeres.

7. Primero, en su decisión sobre el caso de Jessica Lenahan y otro c. Estados Unidos, la Comisión concluyó que el Estado no protegió a Jessica Lenahan y a sus tres hijas, Leslie, Katheryn, y Rebecca Gonzales de la violencia doméstica, lo cual resultó en la muerte de estas tres niñas.  En este caso, los peticionarios alegaron ante la CIDH que pese a la adopción de la orden de protección contra Simón Gonzales—ex-cónyuge de la señora Lenahan y padre de las tres hijas menores de edad—los Estados Unidos no protegieron a la señora Lenahan y a sus hijas de actos de violencia doméstica
.  La señora Lenahan llamó en forma repetida y notificó a la policía en el transcurso de la noche del 22 de junio de 1999 que su excónyuge había violado la orden de protección y se había llevado a sus tres hijas menores de edad; a pesar de ello la policía no adoptó medidas razonables para implementar la orden de protección. Como resultado de ello, las tres niñas fueron encontradas muertas a causa de disparos en la parte trasera del camión de su padre luego de un tiroteo con la policía local
.   Por su parte el Estado alegó que no tiene una obligación afirmativa bajo la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre como el ejercicio de la diligencia debida para proteger a Jessica Lenahan o a sus hijas de actos realizados por actores privados.

8. En este informe la Comisión establece principios importantes relacionados con la discriminación contra las mujeres y el estándar de diligencia debida bajo la Declaración Americana, y la aplicabilidad de estos preceptos a los casos de violencia doméstica.  La Comisión destaca que los Estados tienen la obligación bajo la Declaración Americana de darle efecto jurídico a los deberes de igual protección de la ley y no discriminación contenidos en el Artículo II, y que estos incluyen la prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres como un componente clave del deber del Estado de eliminar todas las formas de discriminación directa e indirecta
.  La Comisión determinó además que el Estado puede ser responsable por no proteger a la mujer de la violencia doméstica perpetrada por particulares de conformidad con el artículo II de la Declaración Americana y que esta falta también puede constituir en ciertos casos una violación del derecho a la vida consagrado en el artículo I  y el deber de otorgar protección especial a los niños y niñas contenido en el artículo VII
.    

9. La Comisión concluyó en su decisión sobre el fondo que el caso de Jessica Lenahan  se enmarca dentro del contexto más amplio del tratamiento del problema de la violencia doméstica como un asunto privado en los Estados Unidos
.  En este sentido, la Comisión consideró que el Estado puede ser responsable bajo el estándar de debida diligencia por no proteger a las mujeres de la violencia doméstica ejercida por actores privados cuando las autoridades tienen conocimiento o debieron haberlo tenido de que las víctimas se encontraban en una situación de riesgo
.   Al haberse emitido una orden de protección y el reconocimiento del Estado de que la misma representa “una evaluación del riesgo y una forma de protección del Estado” llevó a la Comisión a concluir que el Estado tenía conocimiento de que las victimas se encontraban en una situación de riesgo y necesitaban protección del Estado
. 

10. La Comisión asimismo abordó el derecho de las víctimas a la protección judicial bajo el artículo XVIII de la Declaración Americana, destacando que una de sus garantías se refiere al derecho a la investigación y clarificación. Específicamente, esta garantía exige que el Estado investigue las muertes de las tres niñas con debida diligencia a fin de aclarar su causa y sus circunstancias y que esta información sea presentada a su madre.  Ante la carencia de una investigación debida y diligente de la muerte de las niñas por más de 11 años resultando en la falta de claridad sobre la causa, tiempo y lugar de sus muertes, la Comisión encontró una violación del derecho a la protección judicial bajo el artículo XVIII de la Declaración Americana
.  Esta decisión fue publicada por la Comisión el 17 de agosto de 2011.  Es importante tomar en cuenta que los Estados Unidos no han aceptado la jurisdicción de la Corte Interamericana, punto sobre el cual la CIDH hace un seguimiento continuo con dicho Estado
. 

11. Segundo, en su decisión sobre el caso de Paloma Angélica Escobar Ledezma y otros c. México, la CIDH indicó que el Estado mexicano es responsable por las violaciones del artículo 7 de la Convención de Belém do Pará, así como por los derechos a las garantías judiciales, de los niños, a la igual protección de la ley y a la protección judicial consagrados bajo los artículos 8(1), 19, 24, y 25 respectivamente de la Convención Americana
. Los peticionarios alegaron ante la Comisión que, el 2 de marzo de 2002, Paloma Escobar se fue de su casa para asistir a la escuela y no fue vista nuevamente hasta que se descubrió su cuerpo el 29 de marzo de 2002
.  Ocho años después de su muerte, las circunstancias que rodean la desaparición y muerte de Paloma Escobar continúan sin esclarecerse y el caso continúa siendo un ejemplo de impunidad
. Organismos internacionales—incluida la Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la Violencia contra la Mujer—organizaciones de la sociedad civil y los peticionarios consideran que estos hechos forman parte de un patrón más amplio de violencia contra las mujeres y de impunidad, señalando que este caso es “emblemático de los asesinatos contra mujeres perpetrados en el estado de Chihuahua”
. 

12. La CIDH sostuvo que la investigación del Estado durante aquellos ocho años no cumplió con su obligación de actuar con diligencia debida. Además de las fallas en registrar la cadena de custodia de las muestras y pruebas tomadas del cuerpo, la incoherencia entre los informes de los expertos y la falta de comprobación y verificación con las declaraciones de los testigos, la CIDH destacó el hecho de que las autoridades del Estado plantaron evidencias falsas en la escena del crimen para obstruir justicia
.  La Comisión consideró que al dejar que este acto de violencia permanezca impune, el Estado ha fomentado un entorno conducente a la repetición de este tipo de actos de violencia
.  Esta decisión fue publicada por la Comisión el 12 de julio de 2013. En el fallo,  la CIDH describe el acuerdo para el cumplimiento de las recomendaciones  en el informe de fondo. Entre otras reparaciones, el Estado acordó indemnizar el daño material e inmaterial, ofrecer asistencia médica y psicológica a las víctimas, iniciar una estrategia de sensibilización por 12 meses para recoger datos de personas desaparecidas, iniciar una estrategia de sensibilización dirigida a medios de comunicación “por un México libre de violencia contra mujeres,” ejecutar programas de capacitación y protocolos para la investigación de homicidios de mujeres con perspectiva de género, e investigar la desaparición y homicidio de la víctima
.
13. Finalmente, la Comisión declaró al Estado guatemalteco internacionalmente responsable por no haber actuado con la diligencia debida en el caso del asesinato de Claudina Isabel Velásquez, una estudiante de derecho de 19 años de edad
. El 13 de agosto de 2005, Claudina Isabel Velásquez fue encontrada muerta en la ciudad de Guatemala, a causa de un balazo en la cabeza. La Comisión consideró que el Estado no había respondido eficazmente mediante medidas iniciales de investigación. Además, siete años después de su muerte, las autoridades del Estado no han identificado, procesado ni sancionado a los responsables por este crimen. Los actos de violencia y de impunidad en este caso son sintomáticos del patrón nacional e internacionalmente documentado, de impunidad y de negación de la justicia que enfrentan las mujeres que son víctimas de la violencia en Guatemala. Por lo tanto, la Comisión sostuvo que el Estado había violado el derecho a la vida, al trato humano y a la igual protección de la ley de conformidad con la Convención Americana y el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará en detrimento de Claudina Isabel Velásquez, así como a los derechos a las garantías procesales y a la protección judicial consagrados ajo la Convención Americana en detrimento de sus familiares. Este caso fue presentado a la Corte Interamericana de Derechos Humanos para su revisión el 5 de marzo de 2014.

Violencia sexual durante conflictos armados
14. La Comisión emitió una decisión sobre el fondo en el asunto de Gladys Carol Espinosa Gonzáles c. Perú el 31 de marzo de 2011, en el marco de un caso ocurrido durante el conflicto armado en Perú. Este caso fue luego sometido a la Corte Interamericana el 8 de diciembre de 2011.  Gladys Carol Espinoza Gonzáles fue arrestada por la Policía Nacional de Perú el 17 de abril de 1993 y sometida a actos de violación sexual y otras formas de violencia mientras se encontraba en la custodia de la exDivisión de Investigación de Secuestros (DIVISE) y la Dirección Nacional contra el Terrorismo (DINCOTE). 

15. Los peticionarios alegaron y la Comisión concluyó que el trato que recibió Gladys Carol Espinosa González fue parte del uso de la violencia sexual por parte de agentes del Estado de Perú como un arma de guerra y la situación de impunidad que existió durante el conflicto armado en dicho país.  Como estos actos de violencia no fueron investigados ni sancionados –el caso continúa impune—la Comisión concluyó que el Estado de Perú violó los derechos a la protección judicial, al trato humano, a la privacidad y a la liberad personal consagrados bajo los artículos 5.1, 5.2, 7, 8.1, 11.1, 11.2 y 25.1 de la Convención Americana; el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará; y a los artículos 1 y 6 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura
. 

La situación de las defensoras de los derechos humanos y el problema del desplazamiento forzado

16. La decisión de fondo de la CIDH en el caso de Ana Teresa Yarce y otros. (Comuna 13) c. Colombia abordó el riesgo acentuado que enfrentan las mujeres que trabajan en la defensa de los derechos humanos en contextos afectados por conflictos armados y violencia.  En este caso, los peticionarios presentaron una serie de reclamos vinculados con los derechos humanos de cinco defensoras en la Comuna 13 en Medellín, trabajando en un contexto conocido de riesgo para organizaciones y activistas que denunciaban los delitos cometidos por los grupos paramilitares. Como consecuencia de los eventos que llevaron a este caso, una de las defensoras de derechos humanos perdió la vida y cuatro fueron víctimas de desplazamiento forzado junto con sus familiares, entre otras violaciones.

17. En la decisión sobre la Comuna 13, la Comisión destacó las responsabilidades del Estado en relación a la protección de las defensoras de los derechos humanos.  De conformidad con el artículo 5(1) de la Convención Americana, el Estado está obligado a adoptar medidas razonables para respetar y garantizar el derecho a la integridad personal de los y las defensoras de los derechos humanos, incluyendo la prevención de formas de violencia, tales como amenazas y actos de acoso, y ha investigar y sancionar de forma diligente a los responsables. Este deber de prevención y protección consagrado bajo el artículo 5(1) tiene un contenido especial para las mujeres que trabajan en la defensa de los derechos humanos, a causa de la historia de discriminación que han enfrentado por razones de sexo.  Esta situación de riesgo las ha expuesto en ciertos contextos a múltiples violaciones de sus derechos humanos.  Por lo tanto, cuando un Estado no adopta las medidas razonables para prevenir actos de violencia contra las mujeres defensoras de derechos humanos y para reparar un contexto conocido de discriminación que promueve la repetición de estos actos, viola su derecho a la integridad personal y su obligación de no discriminar contra ellas de conformidad con el artículo 1(1) de la Convención Americana
.   
18. Además, la Comisión declaró a Colombia responsable bajo el artículo 22(1) de la Convención Americana por el desplazamiento forzado de cuatro defensoras de derechos humanos y sus familiares. Se refirió a la forma en que el problema del desplazamiento forzado tiene un efecto particular en las mujeres en Colombia ya que las mismas constituyen la mayoría de las víctimas de este problema, y como repercute en sus derechos a la protección de la familia, a la propiedad y a la libre asociación
.  Este caso fue sometido a la Corte Interamericana para su revisión el 3 de junio de 2014. 
B.
Decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
19. Durante el período 2011 a 2014, la Corte Interamericana de Derechos Humanos emitió dos sentencias relacionadas con la violencia contra las mujeres. Los casos abordan distintos temas presentados a continuación. 
Violencia sexual y tortura en el contexto de una detención arbitraria
20. En el caso de J. c. Perú, la Corte Interamericana de Derechos Humanos desarrolló su jurisprudencia sobre el tema de la violencia sexual y la tortura en contextos de detención arbitraria y conflicto armado.  El 4 de enero de 2012, la CIDH sometió un caso a la Corte contra el Estado de Perú por la detención preventiva de J., el 13 de abril de 1992
. Esta detención tuvo lugar en el marco del conflicto armado interno entre el gobierno de Perú y los grupos armados ilegales –Sendero Luminoso y el Movimiento Revolucionario Tupac Amarú—sobre el cual se han documentado miles de violaciones de derechos humanos atribuidas a ambas partes
.  En este caso, las autoridades peruanas ingresaron a la residencia de J. para registrar su domicilio  y la detuvieron de forma ilegal y arbitraria acusándola de ser integrante del grupo terrorista Sendero Luminoso
. Durante el registro domiciliario y arresto, J. alegó que las autoridades del Estado la manosearon sexualmente
. Después de ser detenida, le vendaron los ojos, la ataron y la condujeron en un vehículo y la detuvieron en la Dirección Nacional contra el Terrorismo, durante 17 días sin supervisión judicial y en condiciones inhumanas
.  Los cargos de terrorismo fueron desestimados 14 meses después y J. fue puesta en libertad
.
21. La Corte consideró que las acciones que tuvieron lugar entre el 13 y el 30 de abril de 1992 constituyeron violaciones de la libertad personal de J., y sus derechos a las garantías judiciales y a la integridad personal contenidos en la Convención Americana, así como en el artículo 6 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.  El carácter ilegal y arbitrario de su detención, así como la duración y condiciones, inclusive el acceso restringido a su abogado, constituyeron las bases para la decisión de la Corte
.   Es importante señalar que la Corte concluyó que el manoseo de J. fue de carácter sexual, constituyendo una violación sexual y una violación de su derecho a la integridad personal
. La Corte asimismo concluyó que este tipo de actos también violaron el Artículo 6 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura
.
Diligencia debida y discriminación

22. El 3 de mayo de 2012, la Comisión sometió el caso de Veliz Franco y Otros c. Guatemala a la Corte debido a la falta de investigación con la diligencia debida, por la desaparición y muerte de una niña en Guatemala, y la subsecuente impunidad de estos actos.  María Isabel Veliz Franco, quien tenía 15 años de edad en el momento de su desaparición, salió de su casa el 16 de diciembre de 2001 para asistir a la escuela y no fue vista nuevamente hasta que dos días más tarde se descubrió su cuerpo. El cuerpo descubierto presentaba señales de violencia con evidencias de que había sido violada
.  El Estado reconoció su responsabilidad ante la Comisión por fallar en actuar con debida diligencia, refiriéndose de forma específica a la falta de pruebas forenses y la recopilación de evidencias después de la recuperación del cuerpo, a demoras por asuntos de jurisdicción, y por no tomar medidas efectivas para detener al sospechoso del asesinato
.  Como resultado de la falta de debida diligencia no se verificaban avances en la investigación después de  12 años
.
23. Entre las violaciones establecidas, la Corte consideró al Estado de Guatemala  responsable por no actuar con la debida diligencia requerida en la investigación de la desaparición de María Isabel Veliz Franco desde el momento en que se reportó su desaparición hasta el descubrimiento de su cuerpo.  En base a estos hechos, la Corte también concluyó que se había violado el artículo 7 de la Convención de Belém do Pará.  Además consideró que durante la investigación hubo violaciones a la obligación de no discriminar bajo el artículo 1(1) de la Convención Americana, debido a la influencia negativa de estereotipos por razones de género en la investigación y la falta de una perspectiva de género
.  Después de recibir notificación de la desaparición de María Isabel Veliz Franco, la policía no adoptó medidas sustantivas para investigar y prevenir los actos de violencia, así violando sus derechos a la vida, a la integridad personal y a la libertad personal
.  La Corte además observó que los investigadores se refirieron a la vestimenta de la víctima, a su vida social y nocturna, y a sus creencias religiosas, e incluso la compararon con una prostituta
.  La Corte sostuvo que el uso y perpetuación de este tipo de estereotipos de género es tanto causa como consecuencia de la violencia por razones de género
.
C.
Informes temáticos
24. Complementando los desarrollos jurídicos de la Comisión y la Corte, la CIDH publicó una serie de informes temáticos entre el período 2011 y el 2014 sobre los derechos de las mujeres. Dos de esos informes trataron de forma concreta asuntos vinculados con la violencia contra las mujeres y su acceso a la justicia.   
25. La Comisión publicó el informe Acceso a la justicia para las mujeres víctimas de la violencia sexual en Mesoamérica
 como seguimiento de las recomendaciones presentadas en su informe de 2007, Acceso a la justicia para las mujeres víctimas de la violencia.  En su informe de 2011, la CIDH examina el marco normativo interamericano sobre violencia sexual e identifica los obstáculos que enfrentan las mujeres para acceder a la justicia en esta región de las Américas. Algunos de los principales obstáculos constituyen los procedimientos excesivamente formales, complicados y lentos que no garantizan el derecho a la vida privada; a la falta de información y de formas de asistencia como la jurídica; y a medidas de protección ineficaces.  Asimismo, en el informe, la Comisión también reitera las obligaciones de los Estados bajo la Convención Americana de Derechos Humanos, la Convención de Belém do Pará y la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer para ofrecer las garantías judiciales y la protección a las víctimas de violencia sexual, con la diligencia debida requerida y libre de toda forma de discriminación.  

26. Además, el informe también se refiere a como la sociedad patriarcal fomenta un ambiente en donde la violencia y la discriminación contra las mujeres son toleradas.  La CIDH clarifica como este tipo de entorno asimismo propende que las mujeres enfrenten obstáculos para acceder a la justicia, incluyendo la presencia de procedimientos de denuncia inefectivos, la re-victimización durante las investigaciones, y la falta de sanción.  El informe concluye con una serie de recomendaciones, que incluyen la capacitación de los funcionarios públicos que participan en los procedimientos de denuncia, la estandarización de los métodos para registrar denuncias para evitar la revictimización de las víctimas y la adopción de reformas para abordar la discriminación estructural que facilita la violencia contra las mujeres.

27. En su informe Acceso a la justicia para las mujeres víctimas de la violencia sexual: educación y salud 
 la Comisión también analiza asuntos vinculados con la violencia sexual y sus manifestaciones en diferentes contextos, tales como las instituciones educativas y de salud. Después de identificar las normas pertinentes en materia de derechos humanos, la CIDH examina los obstáculos claves que enfrentan las mujeres cuando tratan de acceder a la justicia después de sufrir violencia sexual en estos ámbitos. Además de los obstáculos generales que enfrentan las mujeres víctimas de la violencia sexual
, el informe destaca barreras particulares que se presentan en estos dos contextos
, como la autoridad que ostentan los profesores y los médicos.  Estos desafíos específicos requieren atención especial por parte de los Estados a las esferas de legislación, prácticas, políticas y capacitación. La Comisión concluye en el informe con recomendaciones para abordar los obstáculos arriba-mencionados, incluyendo el establecimiento de sistemas de denuncias confidenciales y el desarrollo de programas de capacitación sobre la violencia contra las mujeres como una seria de violación de los derechos humanos dirigidos al personal docente.   
D.
Informes de país
28. Durante este período la CIDH publicó dos informes de país sobre Jamaica en 2012, y Colombia en 2014; incluyendo secciones que se refieren a progresos y a desafíos claves en el abordaje de la violencia sexual.    
29. El Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Jamaica
 de 2012 describe la prevalencia de la violencia sexual en el país y los obstáculos que enfrentan las mujeres para acceder a la justicia, incluyendo recomendaciones para mejorar la situación actual. La CIDH identifica un ciclo de tolerancia social a la violencia sexual, vinculado a una cultura de masculinidad agresiva e impunidad con respecto a muchos de estos actos. Esta cultura contribuye a que los oficiales de policía no traten a la violencia doméstica como un delito y no apliquen las leyes, lo cual crea una brecha entre lo que la ley protege en papel y la forma en que la ley es implementada en la práctica. Sin embargo, la Comisión observa que hay varios programas e iniciativas dirigidos a combatir las actitudes y estereotipos discriminatorios y ofrece recomendaciones al Estado de Jamaica para mejorar el cumplimiento de sus obligaciones en materia de derechos humanos. 

30. El informe de la Comisión de 2014, Verdad, justicia y reparación: informe sobre la situación de los derechos humanos en Colombia
 analiza específicamente la situación de las mujeres víctimas de la violencia sexual en el contexto del conflicto armado en Colombia. La Comisión contrasta el progreso del Estado en materia de iniciativas de políticas con los informes de la sociedad civil que se refieren a los vacíos de estas políticas en la práctica.  La Comisión destaca su preocupación sobre el carácter habitual y sistémico del problema de la violencia sexual. Además, la Comisión subraya el no reconocimiento del Estado de la violencia contra las mujeres ejercida por fuerzas de seguridad durante el conflicto armado como un obstáculo fundamental para lograr un progreso real. La Comisión expresa su preocupación por el hecho de que cuando la violencia sexual es tratada como un problema público, es referida como un problema de familia o como violencia contra otros grupos poblacionales (niños, adolescentes, etc.) en lugar de ser tratada como un asunto pertinente a los derechos de las mujeres. Coincidiendo con el problema de la violencia contra las mujeres, la CIDH se refiere en su informe al grave problema del desplazamiento forzado de 1.950.000 mujeres, 30% de las cuales abandonaron sus hogares debido a la violencia sexual. Según el informe, muchos de estos casos de violencia y desplazamiento forzado permanecieron impunes en razón de obstáculos para acceder a la justicia.  El informe expresa la preocupación de la Comisión por la discriminación interseccional dirigida a mujeres afrodescendientes de forma persistente. El alto nivel de vulnerabilidad de este grupo a la violencia y a la pobreza llevó a la Comisión a subrayar la necesidad de que el Estado colombiano adopte un enfoque interseccional para proteger a la mujer afrodescendiente.
CAPÍTULO II
DISCRIMINACIÓN CONTRA LAS MUJERES

DISCRIMINACIÓN CONTRA LAS MUJERES
A. Decisiones de la CIDH sobre admisibilidad

31. La CIDH admitió el caso I.V. (Bolivia), en el cual el peticionario alega, entre otras violaciones, que el Estado boliviano violó el derecho de la presunta víctima a tener acceso a información de acuerdo con el artículo 13(1) de la Convención Americana. El peticionario alega que, en 2000, la presunta víctima fue sometida a una esterilización no consentida, sin su consentimiento fundamentado, por medio del procedimiento quirúrgico de ligadura de trompas. El peticionario afirma que, durante los controles prenatales y desde el momento en que la presunta víctima fue hospitalizada, no le proporcionaron información sobre métodos anticonceptivos, no le informaron ni a ella ni a su pareja sobre el procedimiento de ligadura de trompas y ninguno de los dos dio su consentimiento con respecto al procedimiento
. La presunta víctima alega que la esterilización quirúrgica fue efectuada en el curso de una cesárea y que le avisaron sobre la ligadura al día siguiente
.

32. La CIDH concluyó que los hechos podrían caracterizar una violación de los derechos de I.V. a su integridad personal, al acceso a información, a la intimidad y a la vida familiar
. Específicamente, la Comisión indicó que el ámbito de aplicación del artículo 13(1) de la Convención Americana podría incluir el hecho de no informar debidamente a una mujer sobre los efectos, los riesgos y las consecuencias de la intervención quirúrgica a la cual fue sometida, así como otros métodos que constituyeran una alternativa, según las normas internacionales de derechos humanos en esta esfera
. 
B. Decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos
33. La Corte Interamericana de Derechos Humanos emitió dos decisiones fundamentales entre el período 2011 a 2014, aportando contenido a las obligaciones de igualdad y no discriminación bajo la Convención Americana y otros instrumentos interamericanos. 

Discriminación por razones de orientación sexual y de identidad de género

34. Por primera vez la Corte emitió una decisión con relación a la discriminación por razones de orientación sexual y de identidad de género, en el Caso de Atala Riffo y Niñas c. Chile. El 17 de septiembre de 2010, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sometió el Caso de Atala Riffo y Niñas c. Chile
 a la Corte Interamericana alegando violaciones a los derechos de igualdad y no discriminación de Karen Atala y sus hijas M., V. y R. debido a un procedimiento legal en el cual Karen Atala perdió la custodia de sus hijas debido a su orientación sexual. La Corte Suprema de Chile justificó la decisión de revocar  la custodia a la señora Atala a favor del padre de las niñas en base a los siguientes fundamentos: (1) como el habitar en una vivienda con la señora Atala y su pareja lesbiana sujetaría a las niñas a discriminación social; (2) las niñas tendrían confusiones acerca de su sexualidad y los roles asociados a la misma; (3) la madre, Karen Atala, interpuso sus propios intereses primero al involucrarse en una relación con una persona de su mismo sexo; y (4) las niñas tienen el derecho a ser criadas en un contexto de familia tradicional
. 

35. La Corte Interamericana emitió una sentencia emblemática en la que se asevera que los tratados de derechos humanos son instrumentos vivos y que la orientación sexual y la identidad de género constituyen motivos prohibidos de discriminación bajo el artículo 1(1) de la Convención Americana
.  La Corte revisó también en detalle el contenido de las obligaciones de no discriminar y de garantizar la igualdad y el vínculo de esas obligaciones a los derechos a la vida privada y la vida familiar.  Asimismo, la Corte aclaró que la discriminación contra cualquiera de los padres en un caso de custodia no avanza los intereses del niño, sino que sirve para discriminar contra los niños involucrados, y aludió a la presencia de prejuicios y estereotipos en las acciones de los funcionarios de justicia contrarias a las múltiples disposiciones de la Convención Americana
.
36. En consecuencia, la Corte Interamericana consideró que el trato diferenciado con base en la orientación sexual de Karen Atala durante los procedimientos de custodia violaron su derecho a la igualdad y la obligación de no discriminar consagrados bajo el artículo 1(1) de la Convención Americana
.  Además, la Corte consideró que la conducta de los tribunales chilenos violó los derechos a la vida privada y a la protección a la familia de conformidad con los artículos 11(2) y 17(1) de la Convención Americana en detrimento de Karen Atala y sus hijas
.  La Corte sostuvo también que el Estado violó el derecho del niño a la protección especial contenido en el artículo 19 de la Convención Americana, en detrimento de las tres niñas involucradas en este asunto, y su derecho a ser oídas como lo dispone el artículo 8.1 del mismo instrumento
. 

Derechos sexuales y reproductivos 
37. El 29 de julio de 2011, la CIDH sometió el Caso de Artavia Murillo y otros (“Fecundación in vitro”) c. Costa Rica
 a la Corte por violaciones a los derechos a la vida privada y familiar, entre otros bajo la Convención Americana.  En este asunto, nueve parejas estaban tratando de concebir hijos biológicos y la fecundación in vitro (FIV) era una opción necesaria en razón de la infertilidad de uno o ambos integrantes de la pareja
.  El procedimiento de FIV fue permitido el 3 de febrero de 1995 mediante el Decreto Ejecutivo 24026-S hasta que la Corte Suprema de Justicia falló el 15 de marzo de 2000 que el procedimiento era inconstitucional, así prohibiendo de forma efectiva la práctica de la FIV en Costa Rica
. La decisión de la Corte Suprema de Justicia interrumpió el tratamiento médico que ya estaba en marcha por algunas de las víctimas y exigió que varias abandonaran el país para acceder el tratamiento de FIV
.
38. La sentencia de la Corte Interamericana emitida el 28 de noviembre de 2012 abordó por primera vez los derechos sexuales y reproductivos de forma expansiva. La sentencia contiene análisis novedoso en lo pertinente a distintos temas que son fundamentales para el ejercicio de los derechos humanos de las mujeres en los ámbitos de la salud sexual y reproductiva.   
39. La Corte aborda el derecho a la autonomía reproductiva y sexual en el contexto del derecho a la vida privada según los artículos 5.1, 7, 11.2 y 17.2, en conjunción con el artículo 1.1 de la Convención Americana.  En este fallo, reconoce el vínculo entre el derecho a la vida privada, la autonomía reproductiva y el acceso adecuado a servicios de salud reproductiva y tecnología médica
.  Al explicar el contenido de este derecho, la Corte invoca el artículo 16(e) de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, el cual garantiza el derecho de las mujeres a decidir libre y responsablemente sobre el número y espaciamiento de sus hijos, así como a tener acceso a la información, educación y a los medios necesarios para ejercer este derecho
.  La Corte sostuvo además que el derecho a la vida privada incluye el derecho a decidir si ser madre o padre tanto en el sentido genético como biológico
.  Por lo tanto, la Corte concluyó que la prohibición de la FIV violó los derechos a la vida privada y a formar una familia, consagrados bajo la Convención Americana.  

40. Con respecto al ámbito de la protección del derecho a la vida, de conformidad con el artículo 4(1) de la Convención Americana, la Corte estableció lo siguiente:

Los antecedentes que se han analizado hasta el momento permiten inferir que la finalidad del artículo 4.1 de la Convención es la de salvaguardar el derecho a la vida sin que ello implique la negación de otros derechos que protege la Convención. En ese sentido, la cláusula “en general” tiene como objeto y fin el permitir que, ante un conflicto de derechos, sea posible invocar excepciones a la protección del derecho a la vida desde la concepción. En otras palabras, el objeto y fin del artículo 4.1 de la Convención es que no se entienda el derecho a la vida como un derecho absoluto, cuya alegada protección pueda justificar la negación total de otros derechos. […]
 

La Corte ha utilizado los diversos métodos de interpretación, los cuales han llevado a resultados coincidentes en el sentido de que el embrión no puede ser entendido como persona para efectos del artículo 4.1 de la Convención Americana. Asimismo, luego de un análisis de las bases científicas disponibles, la Corte concluyó que la “concepción” en el sentido del artículo 4.1 tiene lugar desde el momento en que el embrión se implanta en el útero, razón por la cual antes de este evento no habría lugar a la aplicación del artículo 4 de la Convención. Además, es posible concluir de las palabras “en general” que la protección del derecho a la vida con arreglo a dicha disposición no es absoluta, sino es gradual e incremental según su desarrollo, debido a que no constituye un deber absoluto e incondicional, sino que implica entender la procedencia de excepciones a la regla general
.
41. La Corte consideró en general que la Sala Constitucional había basado su decisión “en una protección absoluta del embrión” y que el no tener derechos que pudiesen estar en conflicto constituyó una interferencia arbitraria, excesiva y desproporcionada a los derechos de vida privada y familiar de las parejas involucradas
. También la Corte consideró que esta interferencia tuvo efectos discriminatorios motivados por distintos factores
. 
C. Medidas provisionales
42. La Corte Interamericana de Derechos Humanos emitió una orden de medidas provisionales por primera vez con relación a los derechos sexuales y reproductivos en el Asunto de B. (El Salvador) el 29 de mayo de 2013.  B era una mujer embarazada de 22 años de edad que sufría varias condiciones médicas, incluyendo lupus grave, y sus médicos descubrieron en la vigésima semana de su embarazo que el feto era anencefálico (sin cerebro), anomalía incompatible con la vida extrauterina
.  El comité médico del hospital en donde se atendía B. determinó que continuar con el embarazo significaba un riesgo de daño irreparable a la salud de ella, inclusive una hemorragia obstétrica grande, el deterioro de su condición debida al lupus, el empeoramiento de su condición renal, o la muerte
. Cinco semanas después que los médicos recomendaron la terminación del embarazo, no se había tomado ninguna medida frente al riesgo de mortalidad materna enfrentado por B.  Los funcionarios del hospital temían sanciones criminales al estar prohibido el aborto de forma absoluta en El Salvador
.  

43. La Corte consideró que los elementos necesarios para el otorgamiento de medidas provisionales—gravedad extrema, urgencia y el riesgo de daño irreparable—estaban presentes y por dicha razón ordenó que el Estado: “adopte y garantice, de manera urgente, todas las medidas que sean necesarias y efectivas para que el grupo médico tratante de la señora B. pueda adoptar, sin interferencia alguna, las medidas médicas que se consideren oportunas y convenientes para asegurar la debida protección de los derechos consagrados en los artículos 4 y 5 de la Convención Americana y, de este modo, evitar daños que pudiesen llegar a ser irreparables a los derechos a la vida y la integridad personal y a la salud de la señora B”
.  La Comisión solicitó las medidas provisionales dado que las medidas cautelares habían fallado en motivar la realización del tratamiento recomendado por los médicos de la señora B.  El tratamiento fue llevado a cabo días posteriores a la adopción de las medidas provisionales.   
D. Informes temáticos
44. Durante este período la Comisión publicó también tres informes temáticos  avanzando importantes principios con relación a la obligación de no discriminar y al principio de igualdad.  Los informes temáticos se concentraron en los siguientes ámbitos: los derechos políticos y las mujeres; los derechos económicos, sociales y culturales; y los derechos reproductivos.   

Los derechos políticos y las mujeres
45. En el informe Camino hacia una democracia sustantiva: participación política de las mujeres en las Américas,  la CIDH destaca que la participación y representación de la mujer es una “condición necesaria para fortalecer la democracia en las Américas”
.  La Comisión subraya varias medidas positivas adoptadas por los gobiernos en toda la región, incluidas leyes fijando cuotas y estableciendo instituciones y ministerios para promover los derechos humanos y el liderazgo político de la mujer, y ofreciendo financiamiento público a mujeres candidatas. Si bien la CIDH observa que las mujeres se han convertido en un bloque significativo de votantes en el Hemisferio, igualmente destaca que continúan habiendo obstáculos significativos para que las mujeres estén bien representadas en los cargos de toma de decisiones.  Se han identificado problemas que varían desde la jerarquía de los papeles de género a las desventajas socioeconómicas de la mujer, como causas subyacentes del bajo porcentaje de mujeres que ocupan cargos en los parlamentos, ministerios y gobiernos municipales o locales.  Esta falta de representatividad cuantitativa produce una carencia de representación cualitativa y un entendimiento de temas que afectan a las mujeres, en particular las realidades enfrentadas por mujeres en particular situación de riesgo como las mujeres indígenas y afrodescendientes. La CIDH concluye el informe con una serie de recomendaciones que abordan esos desafíos, incluyendo la adopción de medidas legislativas y políticas para eliminar los obstáculos estructurales para que las mujeres tengan un acceso igualitario a los cargos de toma de decisiones y al desarrollo de incentivos para que los partidos políticos aseguren la igualdad de participación a la mujer
.
Derechos económicos, sociales y culturales
46. La Comisión publicó un informe titulado El trabajo, la educación y los recursos de la mujer: la ruta para garantizar los derechos económicos, sociales y culturales como parte de una iniciativa hemisférica para examinar la discriminación arraigada en las desigualdades estructurales entre el hombre y la mujer en el ejercicio de sus derechos económicos, sociales y culturales. El informe recuerda que estos derechos de las mujeres son interdependientes e indivisibles con sus derechos civiles y políticos. La CIDH describe formas de discriminación que enfrentan las mujeres en los ámbitos del trabajo, la educación, y el acceso y control sobre los recursos económicos, incluida la persistencia de la pobreza y la pobreza extrema, los estereotipos de género y la división desigual de las responsabilidades del hogar. Muchos Estados carecen de protecciones importantes para abordar los problemas relacionados con las trabajadoras domésticas y las trabajadoras en el sector informal, la división sexual del trabajo, y la doble discriminación contra las mujeres mayores de edad. La Comisión recomienda que los Estados lleven a cabo campañas para incrementar el conocimiento de las mujeres de sus derechos laborales; trabajen para cambiar los patrones socioculturales que discriminan contra las mujeres; y promuevan esfuerzos nuevos para compilar información sobre el trabajo no remunerado y el trabajo en el sector informal
.
Derechos reproductivos
47. La Comisión publicó el informe Acceso a la información en materia de salud reproductiva desde una perspectiva de derechos humanos a fin de abordar el derecho de la información sobre la salud reproductiva y sexual libre de toda forma de discriminación. El informe describe el vínculo entre la protección de este derecho y la protección de otros importantes derechos de las mujeres, incluyendo sus derechos a la vida, a la integridad personal y a la privacidad.  Después de describir los estándares internacionales sobre la materia, el informe identifica los obstáculos que enfrentan las mujeres para acceder a la información sobre sus derechos reproductivos, tales como la esterilización forzada, el acceso limitado a información sobre los servicios de planificación familiar, y a los servicios básicos médicos y sociales. Además, el informe destaca que las mujeres pobres, indígenas, afrodescendientes, las que viven en zonas rurales y las migrantes son las que enfrentan mayores  barreras para acceder a la información. Finalmente, la Comisión recomienda una serie de medidas para abordar estas barreras: armonizar la legislación interna sobre el acceso a la información y la educación sobre los derechos reproductivos con los estándares internacionales, incorporar procedimientos judiciales eficaces para revisar la decisión de los funcionarios públicos que nieguen el acceso a cierta información, y asegurar que los profesionales de la salud cumplan con su obligación de informar a las mujeres de manera que éstas puedan adoptar decisiones en materia reproductiva, de una manera libre, informada y responsable 
.
E. Informes de país
48. Los informes de la CIDH sobre Jamaica y Colombia, además de abordar el tema de la violencia sexual, también examinan asuntos vinculados con la discriminación contra las mujeres. 

49. El Informe sobre la situación de los derechos humanos en Jamaica de 2012 examina el marco jurídico de Jamaica para abordar la discriminación contra las mujeres y los obstáculos que las mismas enfrentan en el país. La Comisión contrasta estos obstáculos con los estándares internacionales vinculados con la discriminación y la violencia contra las mujeres, así como con las disposiciones en la reforma constitucional y legal en los ámbitos de la violencia, derecho familiar, y los derechos económicos, sociales y culturales. Sin embargo, la CIDH observa el impacto desproporcionado de la pobreza sobre las mujeres, los salarios bajos, las tasas altas de desempleo, y su subrepresentación en el proceso político como barreras que enfrentan las mujeres para superar actitudes discriminatorias y estereotipos que persisten en el país
.
50. El informe de la Comisión de 2014, Verdad, justicia y reparación: informe sobre la situación de los derechos humanos en Colombia aborda la situación de los derechos reproductivos y sexuales, los derechos de las mujeres defensoras de derechos humanos y de las mujeres afrodescendientes.   A pesar de que las medidas adoptadas para difundir información sobre los derechos reproductivos no han sido suficientes, la Comisión destacó que, de conformidad con la Sentencia C-355-06, la Corte Constitucional protege el derecho de la mujer en Colombia ha terminar un embarazo si la salud de la madre está en riesgo o el feto tiene una condición incompatible con la vida. Además, la CIDH en el informe observó con preocupación las amenazas que enfrentan las mujeres defensoras de derechos humanos y sus familias en Colombia, señalando que la Comisión ha tenido que otorgar una serie de medidas cautelares para protegerlas.  Asimismo, las mujeres afrodescendientes también se enfrentan a la violencia y la discriminación por razones de raza y de género y pueden enfrentar factores adicionales de discriminación y vulnerabilidad en el contexto específico del conflicto armado
.
F. Audiencias convocadas por la CIDH

51. La Comisión realizó varias audiencias sobre asuntos vinculados a los derechos de las mujeres entre el 2011 y el 2014. En algunas de esas audiencias se abordaron asuntos novedosos y notables para el sistema interamericano de recursos humanos, entre ellos los derechos sexuales y reproductivos, los derechos de las mujeres indígenas y afrodescendientes, y distintas facetas de los derechos económicos, sociales y culturales. A continuación se presentan ejemplos de estas audiencias.

Derechos sexuales y reproductivos

52. Los asuntos prioritarios relativos a los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres ocuparon un lugar destacado en las audiencias de la Comisión entre el 2011 y el 2014. La Comisión recibió información de organizaciones no gubernamentales de todo el continente americano sobre preocupaciones relacionadas con lo siguiente: 
· el impacto de la penalización del aborto en todas las circunstancias y su vínculo con el problema de la mortalidad materna
;
· las barreras que impiden la debida implementación de leyes que autorizan los abortos terapéuticos y en casos de violencia sexual
;
· las restricciones de la distribución, venta y circulación de métodos anticonceptivos de emergencia
;
· los obstáculos para la obtención de la educación e información necesarias para tomar decisiones autónomas con respecto a la salud sexual y reproductiva
; 
· las barreras particulares y singulares que enfrentan las mujeres con discapacidades para ejercer sus derechos sexuales y reproductivos
;
· la persistencia de la violencia obstétrica en los entornos de atención de salud
; y
· las amenazas que enfrentan las organizaciones de derechos humanos que trabajan en asuntos relacionados con los derechos sexuales y reproductivos en las Américas, entre otros
.
53. La Comisión ha recibido información continuamente sobre estos asuntos prioritarios y ha reafirmado sistemáticamente los derechos sexuales y reproductivos de la mujer, observando que tales asuntos también implican el ejercicio de los derechos de la mujer a la vida, la integridad, la dignidad y la libertad, entre otros derechos. En consecuencia, al responder a la información que le presentaron las organizaciones no gubernamentales, la Comisión pidió más información de la sociedad civil y de los Estados sobre el progreso y los retrocesos observados en la región en la protección de los derechos sexuales y reproductivos, particularmente en relación con los enfoques utilizados para proteger a las mujeres que trabajan en defensa de los derechos humanos, así como a las mujeres afectadas por la pobreza y que viven con discapacidades
. La Comisión ha señalado también que los Estados deberían hacer referencia a las recomendaciones de la CIDH en sus informes sobre el Acceso a servicios de salud materna desde una perspectiva de derechos humanos y el Acceso a la información en materia reproductiva desde una perspectiva de derechos humanos al examinar y aplicar las leyes, normas y políticas públicas vigentes relacionadas con los servicios de salud reproductiva a fin de prevenir la discriminación y garantizar que las mujeres tangan acceso a información oportuna, completa, accesible, fiable y proactiva sobre asuntos reproductivos
. Por último, la Comisión recalcó la importancia de reconocer el aborto terapéutico como servicio de salud especializado que las mujeres necesitan cuando la vida de la madre está en riesgo debido al embarazo
. 
54. Como ejemplo concreto, la Comisión recibió información en el contexto de las audiencias sobre el impacto alarmante que la criminalización del aborto en todas las circunstancias ha tenido en las mujeres en El Salvador. En una audiencia sobre la Situación de los Derechos Humanos de las Mujeres y Niñas en El Salvador se informó a la Comisión que, entre 2000 y 2011, por lo menos 129 mujeres habían sido enjuiciadas por los delitos de aborto u homicidio agravado en dicho país
. Durante la audiencia, las organizaciones presentes reportaron que la mayoría de las mujeres que fueron enjuiciadas eran jóvenes marginadas afectadas por la pobreza, con un bajo nivel de educación, que tenían grandes dificultades para obtener acceso a servicios básicos de salud. Se mencionaron casos de mujeres que acudieron a servicios de emergencia porque habían tenido abortos espontáneos y fueron arrestadas y privadas de la libertad, así como otros casos de mujeres que fueron condenadas después de haber sido denunciadas por su médico a las autoridades sin elementos probatorios suficientes.  Varios órganos internacionales también han expresado preocupación por la sanción penal aplicada a las mujeres por presuntos abortos y el impacto de la prohibición del aborto en todas las circunstancias en El Salvador
.
55. Respondiendo a esta información preocupante, la Comisión reitera la obligación del Estado de El Salvador y otros de la región de emprender “una revisión detallada de todas las leyes, normas prácticas y políticas públicas cuya redacción o implementación práctica pueda tener repercusiones discriminatorias en el acceso de las mujeres a los servicios de salud reproductiva; su deber de eliminar todos los obstáculos de jure y de facto que impiden el acceso de las mujeres a los servicios de salud materna que requieren, como su penalización; y tomar en cuenta que las leyes restrictivas tienden a tener un efecto especial en las niñas y mujeres afectadas por la pobreza, que tienen bajos niveles de educación y viven en zonas rurales”
. 
Mujeres indígenas y afrodescendientes
56. En las audiencias temáticas, la Comisión también recibió información sobre las múltiples formas de discriminación y violencia que enfrentan las mujeres indígenas y afrodescendientes debido a su raza, etnia, sexo y situación de pobreza. Asimismo, se informó a la Comisión sobre incidentes de violencia documentados en Canadá, Argentina, Colombia, Guatemala y México, incluyendo la desaparición de 600 mujeres aborígenes en Canadá y el desplazamiento forzado de mujeres afrodescendientes en el contexto del conflicto armado en Colombia y los megaproyectos de desarrollo
. Asimismo, la Comisión recibió información sobre las barreras interculturales a su pleno acceso a los servicios de salud, la justicia y la información como consecuencia de la discriminación interseccional, muy extendida, contra las mujeres indígenas y afrodescendientes. En el contexto de la desigualdad histórica y estructural de las mujeres indígenas y afrodescendientes, la Comisión ha hecho un llamado a los Estados para que adopten un enfoque integral e intercultural a fin de abordar las barreras económicas, idiomáticas, geográficas e interculturales que obstaculizan el pleno ejercicio de sus derechos humanos
.

Derechos económicos, sociales y culturales
57. La Comisión también ha comenzado a recibir información relacionada con los derechos económicos, sociales y culturales de las mujeres. En 2010, la CIDH recibió informes de expertos de las Américas sobre retos y barreras que enfrentan las mujeres para tener un acceso adecuado a educación de buena calidad, trabajo digno y control de los recursos económicos
. Durante su 153.o y 134.o períodos de sesiones, la Comisión también recibió información sobre los derechos económicos, sociales y culturales de las mujeres en Honduras, particularmente en relación con las crueles condiciones de trabajo de las trabajadoras de la industria de la maquila
.  Las organizaciones peticionarias presentaron información sobre los problemas de salud física y mental causados por las condiciones de trabajo en la industria de la maquila, entre ellos lesiones osteomusculares, enfermedades y depresión. El horario diario de trabajo más largo que el permitido por ley, la naturaleza repetitiva de las tareas realizadas y las elevadas cuotas de producción más allá de lo razonable supuestamente violaron los derechos a condiciones de trabajo dignas y de buena calidad y a la salud de las trabajadoras. Por lo tanto, la Comisión solicitó más información al Estado sobre la situación de los sindicatos en la industria textil y la situación de la aplicación de las normas de la Organización Internacional del Trabajo.

CAPÍTULO III
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REPARACIONES
58. La Comisión Interamericana desea cerrar esta actualización destacando desarrollos jurídicos claves en relación con el contenido de las reparaciones en los casos que abordan los temas de los derechos de las mujeres.  Esta sección describe desarrollos sobre estándares vinculados con las reparaciones en casos específicos de género en decisiones adoptadas por la Comisión y la Corte entre el 2011 y el 2014.    
59. Como antecedente, la Comisión considera importante destacar el fallo de 2009 en el caso de González y otras (“Campo Algodonero”) c. México, en el que la Corte Interamericana subrayó por primera vez la necesidad de ir más allá de la mera restitución en los casos de violencia contra la mujer y de elaborar reparaciones orientadas a abordar el contexto de la discriminación estructural que promueve la repetición de los casos de violencia contra la mujer
.  Este énfasis en las reparaciones con vocación transformadora evidencia una creciente atención del sistema interamericano sobre el papel que juegan las nociones y los estereotipos de género y la discriminación histórica que promueve la repetición de la violencia contra las mujeres
.  Como lo ha indicado la Relatora actual de las Naciones Unidas sobre la Violencia contra la Mujer, sus Causas y Consecuencias, las reparaciones con sensibilidad de género perciben los incidentes de violencia perpetrados contra una mujer y la discriminación estructural preexistente como parte de la misma falla del Estado en relación con cada mujer víctima
.  En este sentido, la Relatora de las Naciones Unidas ha indicado que las garantías de no repetición son consideradas por “tener el mayor potencial transformador” porque “las garantías de no repetición son las más propicias para transformar las relaciones de género, pues catalizan el debate acerca de las causas subyacentes de la violencia de género y de las reformas institucionales o jurídicas más generales que pudieran hacerse  necesarias para impedir que el mal se repita”
. 

60. El caso del Campo Algodonero marca el primer paso que dio la Corte Interamericana para integrar las reparaciones transformadoras a los casos de violencia contra la mujer y la discriminación por razones de género. La Corte reconoció “el contexto de discriminación estructural en que ocurrieron los hechos de este caso” y declaró que “las reparaciones deben estar dirigidas a cambiar la situación, de manera que su efecto no sea solo de restitución sino que también de rectificación”
.  Este enfoque sensible con relación al género es evidente en las órdenes relacionadas con la garantía de la no repetición, en lo que la Corte ordena la armonización de los protocolos penales de México con las normas internacionales para los casos de desaparición, abuso sexual y asesinato de mujeres
 y la implementación de programas educativos y de capacitación en derechos humanos con una perspectiva de género
.
61. La Comisión ha incorporado cada vez más la idea de la reparación transformadora en sus recomendaciones contenidas en los informes sobre el fondo relacionados con la violencia contra las mujeres. En su decisión en el caso de Jessica Lenahan y otros c. Estados Unidos, la CIDH recomendó al Estado investigar las fallas sistemáticas de la respuesta de la policía, reformar las medidas legislativas vigentes para mejorar las órdenes de protección, y el adoptar políticas públicas y programas institucionales para remediar los estereotipos de las víctimas de violencia doméstica
.  

62. De forma similar, la Comisión recomendó en el caso de Paloma Angélica Escobar Ledezma y otros c. México al Estado desarrollar programas de educación pública “para promover el respeto por la mujer como iguales y la observancia de su derecho a no ser sujeta a la violencia o discriminación; incorporar la perspectiva de género y armonizar los protocolos forenses con las normas internacionales para investigaciones penales relacionadas con la violencia contra la mujer para prevenir la impunidad y continuar adoptando programas institucionales dirigidos a “reestructurar estereotipos sobre el papel de la mujer” y  promover “la erradicación de patrones discriminatorios socio-culturales”
. 

63. Además, en el caso de Claudina Isabel Velásquez c. Guatemala, la Comisión recomendó a Guatemala llevar a cabo “investigaciones penales efectivas realizadas con una perspectiva de género” para mejorar “la capacidad institucional para combatir la inmunidad en los casos de violencia contra la mujer;” “introducir reformas en los programas de estudio del Estado, a partir de los años formativos tempranos de manera de promover el respeto por la mujer como iguales y la observancia de su derecho a la no violencia y no discriminación;” y a adoptar políticas “para promover la erradicación de los patrones discriminatorios socioculturales que impiden que la mujer tenga pleno acceso a la justicia”
.  Finalmente, la Comisión recomendó en su decisión del caso de Gladys Carol Espinosa Gonzáles que el Estado establezca “programas de educación en derechos humanos permanentes dentro de las Fuerzas Policiales, en todos los niveles jerárquicos, e incluir especial mención en el currículo de dichos programas de entrenamiento a los instrumentos internacionales de derechos humanos, específicamente los relacionados con la protección de los derechos de las mujeres, particularmente su derecho a vivir libres de violencia y discriminación”
. 

64. Específicamente, en el contexto de las defensoras de los derechos humanos, las recomendaciones de la Comisión en el caso de la Comuna 13 estuvieron dirigidas a fomentar un entorno más incluyente y seguro para los defensores y las defensoras de derechos humanos que procuran avanzar los derechos de las mujeres.  La CIDH recomendó que Colombia implemente políticas “encaminadas a fin de generar condiciones seguras para la actividad de las y los defensores de los derechos humanos en la Comuna 13;” “ejecutar intervenciones en la Comuna 13 a fin de promover una cultura de los derechos humanos en la cual se reconozca públicamente el papel fundamental que ejercen las defensoras y los defensores de los derechos humanos;” y “generar espacios de diálogo entre las organizaciones que trabajan en la defensa de los derechos humanos en la Comuna 13 y autoridades de alto nivel”
.
65. De forma similar a las recomendaciones de la Comisión antes mencionadas, la Corte también ha incorporado consideraciones específicas en materia de género en sus órdenes de reparación en varios casos como se describe a continuación.

66. En su decisión de 2012 sobre el Caso de Atala Riffo y Niñas c. Chile, la Corte ordenó reparaciones transformadoras en el contexto de la discriminación por razones de orientación sexual y de identidad de género. Reconoció explícitamente que “algunas de las reparaciones deben tener una vocación transformadora de dicha situación, de tal forma que las mismas tengan un efecto no solo restitutivo sino también correctivo hacia cambios estructurales que desarticulen aquellos estereotipos y prácticas que perpetúan la discriminación contra la población LGTBI”
.  Para lograr este objetivo, la Corte ordenó la capacitación de los funcionarios públicos, en cuestiones de derechos humanos, orientación sexual y no discriminación,
 así como cambios legales y administrativos para incorporar la no discriminación y la orientación sexual dentro de las garantías judiciales
.  

67. Asimismo, la Corte ha ordenado una serie de medidas de no-repetición vinculadas a los derechos sexuales y reproductivos en su decisión del 2012 en el caso de Fecundación in Vitro (FIV) de Costa Rica.  En el caso de la FIV, la Corte ordenó que Costa Rica “implemente programas y cursos permanentes de educación y capacitación en derechos humanos, derechos reproductivos y no discriminación”
 además, “que adopte las medidas apropiadas para que quede sin efecto con la mayor celeridad posible la prohibición de practicar la FIV”
.  
68. De forma similar, la Corte ordenó reparaciones destinadas a revertir la discriminación social que crea un entorno conducente a la violencia contra la mujer, en el caso de Veliz Franco y Otros.  La Corte ordenó la implementación de programas de educación y capacitación para los funcionarios públicos sobre prevención, sanción y erradicación del asesinato de mujeres
 y la creación de tribunales especializados para manejar los casos de femicidio con una perspectiva de género
. 

69. La Comisión también aprovecha esta oportunidad para destacar desarrollos jurídicos vinculados con el contenido de las reparaciones en casos antes del 2011 abordando asuntos vinculados a la igualdad de género. En particular, los casos de Inés Fernández Ortega c. México, Valentina Rosendo Cantú c. México, y el caso de la Masacre Dos Erres destacan aspectos vinculados con las reparaciones en casos de violencia contra las mujeres y las múltiples formas de discriminación.   
70. En el caso de Inés Fernández Ortega, una mujer de 27 años e indígena fue violada por integrantes del ejército mexicano el 22 de marzo del 2002.  La Corte en su decisión declaró al Estado internacionalmente responsable por la violación, tortura y la falta de acceso a la justicia que enfrentó Inés Fernández Ortega y las diversas formas de discriminación que sufrió por razón de su género, raza y condición socioeconómica.  En este contexto de violencia y de múltiples formas de discriminación, la Corte ordenó como reparaciones que el Estado continúe “implementando programas y cursos permanentes de capacitación sobre investigación diligente en casos de violencia sexual contra las mujeres, que incluyan una perspectiva de género y etnicidad;” además, a “implementar, en un plazo razonable, un programa o curso permanente y obligatorio de capacitación y formación en derechos humanos, dirigido a los miembros de las Fuerzas Armadas;” y a reformar el artículo 57 del Código de Justicia Militar para armonizarlo con la Convención Americana y otras normas internacionales
.
71. En otro caso de violencia contra una mujer indígena por parte de miembros de las Fuerzas Armadas de México, Valentina Rosendo Cantú c. México, una joven de 17 años de edad fue violada el 16 de febrero de 2002.  La Corte declaró al Estado internacionalmente responsable por la violación de los derechos de la víctima a un trato humano, a su dignidad y vida privada, a la protección judicial, al acceso a la justicia libre de toda forma de discriminación, y su derecho a una atención especial como niña. La Corte expresó también su preocupación por las múltiples formas de discriminación y violencia que enfrentan las mujeres indígenas en México. Enfrentando una situación muy similar al caso de Inés Fernández Ortega, la Corte Interamericana ordenó reparaciones casi idénticas, incluyendo la capacitación con una perspectiva étnica y de género, capacitación en derechos humanos para las Fuerzas Armadas, y la armonización del Código de Justicia Militar con la Convención Americana y otros estándares internacionales
.
72. En el contexto de la violencia contra las mujeres durante los conflictos armados, el caso de la Masacre Dos Erres c. Guatemala involucró la masacre de 251 habitantes de la comunidad Las dos Erres, del 6 al 8 de diciembre de 1982. Durante el conflicto armado en Guatemala, entre el 1960 y el 1996, las mujeres fueron blanco de violencia sexual, y muchas fueron violadas y golpeadas al punto de sufrir la pérdida de su embarazo; aspectos ilustrados por esta masacre en particular. Después de declarar al Estado internacionalmente responsable por la falta de debida diligencia en las investigaciones, el enjuiciamiento y la sanción de los agentes del Estado responsables, la Corte ordenó la implementación de programas de capacitación en derechos humanos para las diferentes autoridades del Estado y la creación de una página web para facilitar la búsqueda de los niños secuestrados e ilegalmente detenidos durante el conflicto interno armado, como medidas para garantizar la no-repetición de los hechos
.
73. Por último, en el informe de 2013 Verdad, justicia y reparación: Cuarto informe sobre la situación de derechos humanos en Colombia la Comisión valora los mecanismos de reparación existentes relacionados con el proceso para lograr una paz estable y duradera en dicho país.  El informe subraya como asuntos prioritarios la restitución de la tierra a las mujeres víctimas de desplazamiento forzado y la necesidad de garantizar que las mujeres afectadas de forma directa por el conflicto y sus consecuencias participen en instancias de decisión buscando una solución al conflicto armado.  En situaciones de discriminación estructural, el informe destaca la necesidad de otorgar reparaciones con una vocación transformadora y no meramente para restituir a las mujeres víctimas a su situación previa de discriminación
.  La Comisión considera que es importante que el Estado implemente medidas de reparación mediante un abordaje integral y holístico por parte de instituciones y personas especializadas
.   La Comisión, en resumen, destaca la importancia de una perspectiva de género en la implementación y en el otorgamiento de todas las reparaciones
.   
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74. La CIDH concluye esta actualización promoviendo que los Estados continúen actuando con diligencia debida para aplicar los estándares del sistema interamericano en lo pertinentes a los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales de las mujeres. Al 20 aniversario de la Convención de Belém do Pará, los Estados deben continuar sus esfuerzos para mejorar la implementación de sus principios y obligaciones a fin de prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer. La Comisión alienta a los Estados a que adopten todas las medidas a su alcance para cumplir con las recomendaciones y decisiones de la Comisión y la Corte con respecto a los derechos de las mujeres. 

75. Además, la Comisión concluye reconociendo el trabajo incansable de una  multiplicidad de actores --desde la sociedad civil, el sector académico, las organizaciones internacionales, el Estado y otros—en el avance de la igualdad de género en las Américas.  Su trabajo y contribuciones han sin duda dejado una marca en el desarrollo continuo de los estándares del sistema interamericano de derechos humanos en esta esfera.   
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